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La dinámica social del estado colombiano, ha generado una realidad que no se ha 
afrontado en debida forma por el estamento represor estatal: el hacinamiento en 
las cárceles que conlleva necesariamente la vulneración de uno de los derechos 
fundantes del estado social y democrático de derecho, como es la dignidad 
humana. Imágenes de personas privadas de su libertad en situaciones 
infrahumanas, que no sólo deben convivir con su penosa situación de enfrentar el 
repudio social por la vulneración a una de sus normas sociales y la consecuente 
sanción impuesta por el estamento judicial, sino que en el tortuoso camino de 
pagar esa deuda social, son objeto de cosificación por el sistema carcelario. 
Sin embargo, en ese trasegar se ha impuesto una solución que muchos han 
considerado inadecuada: la detención domiciliaria o la prisión domiciliaria, 
dependiendo de si se trata de la privación de la libertad en la investigación y/o 
dentro del trámite el proceso, o si es consecuencia de la imposición de una pena 
como resultado de una sentencia condenatoria en firme. 
Tal mecanismo sustitutivo se ha presentado entonces como una solución práctica 
al problema del hacinamiento en las cárceles, en tanto le permite al imputado o 
condenado purgar su detención en su lugar de residencia, y que si bien la 
limitación a la locomoción como fuente de castigo es la misma en ambas, 
obviamente es mucho más llevadera en su casa de habitación que en un sitio 
donde sólo se relacionará con delincuentes de toda clase y en las condiciones 
infrahumanas referidas con antelación. 
No obstante lo anterior y a pesar de presentarse como una solución adecuada 
para el problema de hacinamiento, el talón de Aquiles ha sido precisamente la 
vigilancia que pueda darse a tal beneficio, en tanto, no es igual el control que 
pueda brindarse a una persona para que se encuentre aislada de la sociedad –
principio represor básico- en un centro de reclusión, que la verificada en el sitio de 
residencia del condenado –para el evento de la prisión domiciliaria-, objeto de 
estudio de esta investigación. 
Son múltiples los comentarios que se escuchan de las personas del común, 
cuando califican dichas medidas como injustas, absurdas o simplemente, que no 
tienen razón alguna de ser. Tales críticas, pueden obedecer al desconocimiento 
del funcionamiento de la figura, aunado a la información entregada por los medios 
masivos de comunicación, que crean en el inconsciente colectivo la imagen de 
que la única medida válida para el delincuente es su privación de la libertad en un 
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establecimiento carcelario. Cualquier otro tipo de medida no tendrá –en su sentir- 
los mismos efectos que la detención en una cárcel. 
Sin embargo, ha de pensarse que la aplicación de medidas como la prisión 
domiciliaria, no solamente coadyuvan, así sea en poca medida, a descongestionar 
las cárceles, sino que permiten mantener en el condenado su condición de ser 
humano, su dignidad como tal que en un medio agreste como lo es la cárcel, no 
podrá ser respetado en debida forma. 
La prisión domiciliaria puede considerarse una alternativamente altamente viable, 
para que condenados por diferentes delitos puedan pagar su deuda a la sociedad 
de una manera diferente a la que tradicionalmente se ha tenido como válida.  
Para los efectos de este trabajo, de manera inicial se propuso efectuar una 
investigación con fundamento en información brindada por los juzgados de 
ejecución de penas y medidas de seguridad de la ciudad y de las cárceles del 
distrito de la ciudad. No obstante lo anterior, solo se obtuvo el apoyo del centro de 
reclusión de hombres, en tanto de los juzgados de ejecución de penas únicamente 
uno de los jueces se mostró presto a colaborar, pero la información que podría 
aportar sería la misma que entregó el centro carcelario. De otra parte, del centro 
reclusorio de mujeres, no se obtuvo respuesta alguna a la solicitud que se envió 
en tal sentido. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
1.1. LIMITES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Espacio: Municipio de Pereira. 
Tiempo: Año 2011  
Universo: Hombres condenados por diferentes delitos y que actualmente cumplen 
la pena impuesta en su lugar de residencia en la ciudad de Pereira, al ser 
beneficiados con la pena sustitutiva de la prisión domiciliaria. 
 
1.2 SITUACIÓN CONSECUENTE 
 
Conforme la información que maneja el común de las personas, la pena sustitutiva 
de la prisión domiciliaria no es cumplida de manera efectiva por quienes han sido 
beneficiados con ella. Se advierte que gran parte del no cumplimiento de tal 
imposición, obedece a la inadecuada vigilancia que sobre la misma efectúan tanto 
los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de la ciudad como 
por parte de los funcionarios del INPEC. 
 
1.3 ARTICULACIÓN DE LAS CAUSAS Y SÍNTOMAS DEL PROBLEMA 
 
Información de la prensa. Día a día los noticieros nos inundan con informaciones 
amarillistas sobre problemas que han sido de común ocurrencia en el discurrir de 
la convivencia humana. Sin embargo, tales informaciones noticiosas calan 
profundo en el inconsciente colectivo que se siente desprotegido ante tanta 
maldad, solicitando respuestas efectivas de los gobernantes y viendo con malos 
ojos las medidas alternativas como la que es objeto de estudio. 
Aumento de la delincuencia. Al margen de la información que maneja el poder de 
los medios de comunicación, sí es ostensible el aumento de ciertas formas de 
delincuencia, consecuencia natural de la dinámica social de nuestro país. Por vía 
de ejemplo, la ausencia de oportunidades para que los niños y jóvenes puedan 
acceder a la educación y con ello poder optar por un empleo cuando lleguen a la 
edad adulta, sumado al grave problema de la drogadicción, genera que al no tener 
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dinero para satisfacer su adicción deban apropiarse de lo ajeno para suplir su 
necesidad. 
Desconfianza en las autoridades. No son pocas las personas que no creen en la 
labor que ejecutan los funcionarios públicos, incluidos dentro de éstos los 
adscritos al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC encargado de la 





Con la verificación del cumplimiento que de la pena de prisión domiciliaria se 
verifica en la ciudad de Pereira en el año que avanza, para la población carcelaria 
masculina, se conocerá de manera específica tal realidad y con ello, contar con el 
conocimiento suficiente para proponer las medidas que puedan tomar tanto el 
INPEC como los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, a 
efecto de lograr un efectivo cumplimiento de la citada medida impuesta por los 
jueces de conocimiento, a efecto de que la ejecución de la sanción no sea ilusoria 
y los fines de la pena –prevención general y prevención especial- se vean 
efectivamente cumplidos, circunstancia que de paso generará credibilidad en la 





3.1 OBJETIVO GENERAL 
 
Con fundamento en el trabajo de campo a efectuarse, verificar el efectivo 
cumplimiento que a la pena de prisión se verifica por parte de los hombres 
condenados por diferentes delitos y que actualmente cumplen su pena en la 
ciudad de Pereira, y cuya vigilancia se encuentra a cargo de funcionarios del 
INPEC. 
 
3.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
Establecer si la pena de prisión es correctamente vigilada por el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC 
Determinar si por parte de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de Pereira, se ha llevado a cabo un correcto seguimiento a los 
procesos en los cuales los condenados han sido beneficiados con la prisión 
domiciliaria. 
Verificar si las personas beneficiadas con el sustituto de la prisión domiciliaria, 
conocen y cumplen cabalmente con las obligaciones a que se encuentran sujetas 










4. PENAS PRINCIPALES Y ACCESORIAS EN EL SISTEMA PENAL 
COLOMBIANO 
 
Debemos advertir, de manera inicial, que por pena ha de entenderse aquella 
sanción legal, consecuencia de la realización de una conducta punible por un 
sujeto imputable y que previamente ha sido establecida por la ley penal. Tal 
sanción, hace referencia a la supresión o disminución, bien sea temporal o parcial, 
de un bien jurídico del cual es titular quien ha sido declarado penalmente 
responsable y ha de ser impuesta, en todo caso, por medio de los jueces naturales 
para cada caso concreto. 
Como características generales de la pena, pueden enunciarse el que es una 
amenaza legal, ya que su finalidad es crear mediante la coacción, una intimidación 
en los  miembros de la sociedad a fin de que eviten incurrir en la descripción que 
del delito efectúa la norma. De otra parte, la pena es impuesta mediante el aparato 
judicial del estado, siendo su obligación obrar dentro de los márgenes legales. Así 
mismo, la ejecución de la sanción debe verificarse mediante la regulación que 
para el efecto exista, conforme a las reglas propias del derecho penitenciario1
                                                          
1 PABÒN PARRA Pedro Alfonso. Manual de Derecho Penal. Octava edición. Tomo I. Parte General. 
. 
Debe reseñarse igualmente, que las funciones de la pena, de conformidad con lo 
reglado por el artículo 4 del código penal, son las de prevención general, 
retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al 
condenado. Señala a renglón seguido la norma, que las funciones de prevención 
especial y reinserción social, operan en el momento de la ejecución de la pena de 
prisión, situación que ha de tener especial relevancia en el estudio a verificarse, en 
tanto la prisión domiciliaria como sustitutiva de la intramuros, ha de cumplir 
igualmente y si se quiere con mayor medida, con estos dos últimos postulados. 
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4.1. CLASIFICACIÓN DE LAS PENAS 
 
En punto a la clasificación de las penas, existen básicamente dos: una material, 
que determina la existencia de penas privativas de la libertad, restrictivas de la 
libertad, pecuniarias y privativas de otros derechos. De otro lado, una clasificación 
normativa, que las divide en principales, sustitutivas y accesorias.  
 
4.1.1. Penas principales. 
 
Si bien la normatividad sustantiva penal anterior (Decreto ley 100 de 1980) 
determinaba la existencia de tres formas de penas principales, a saber, arresto, 
multa y prisión, la indeterminación que de facto se verificó entre las dos privativas 
de la libertad, en tanto su supuesta diferenciación sólo lo era de nombre, la nueva 
codificación (Ley 599 de 2000) corrigió tal yerro y sólo expone como penas 
principales la privativa de la libertad de prisión y la pecuniaria de multa. 
En la legislación anterior, la pena de arresto era señalada para delitos de menor 
entidad y supuestamente su cumplimiento debería darse en establecimientos 
carcelarios diferentes de aquellos destinados para quienes recibían condenas de 
prisión, situación que en momento alguno se compadeció con la realidad, en tanto 
la reclusión efectiva para ambos se verificaba en las mismas cárceles, con los 
problemas de hacinamiento y salubridad que de siempre han afectado nuestro 
sistema carcelario.  
La pena de multa continúa siendo de la especie de pena principal, aunque con 
modificaciones que pretenden morigerar un poco su poco impacto en la realidad 
social, toda vez que su poder suasorio no es muy alto y en algún momento de 
nuestra realidad se impuso la declaratoria de multas altísimas que además de ser 
impagables, podían llegar a afectar gravemente la personalidad del infractor, al 
afectar su patrimonio familiar e incluso el de sus allegados2
                                                          
2 Ibidem. 
. 
Así las cosas, nuestra codificación penal actual consagra dos penas principales a 
saber: la de prisión y la de multa, la primera de ellas aflictiva de la libertad del 





4.1.2. Penas sustitutivas. 
 
Dentro de esta clasificación, el estatuto sustantivo penal del 2000 regló dos 
modalidades de penas sustitutivas: la prisión domiciliaria que sustituye la prisión 
intramuros y el arresto de fin de semana o ininterrumpido, como sustituto de la 
multa. 
La prisión domiciliaria es aquella privación de la libertad que ha de cumplir el 
condenado en su sitio de residencia, para lo cual deberá cumplir con los requisitos 
establecidos en el artículo 38 del Código Penal a saber:  
- El delito por el cual se profiere la sentencia ha de tener prevista una pena en su 
tope inferior de cinco años o menos de prisión. 
- Debe existir valoración por parte del juez de conocimiento sobre el desempeño 
personal, laboral, familiar y social del sentenciado, a efecto de que pueda deducir 
de manera seria, fundada y motivada que no se pondrá en peligro a la comunidad 
y que no se evadirá el cumplimiento de la pena. 
- Debe el condenado garantizar el cumplimiento de unas obligaciones, tales como 
solicitar autorización para el cambio de domicilio, observar buena conducta, 
reparar los daños ocasionados con el delito, salvo que demuestre incapacidad 
material para hacerlo, comparecer ante la autoridad que vigile el cumplimiento de 
la pena al ser requerido para ello y permitir la entrada a su residencia de los 
servidores públicos que vigilen el cumplimiento de la reclusión. 
 
4.1.3. Penas accesorias  
 
Las penas accesorias son aquellas que tienen aplicación de manera subordinada 
a la imposición de una pena principal, esto es, no se encontrará dentro de la 
codificación penal un tipo penal que tenga como pena principal alguna de las que 
se enunciarán a continuación que son regladas por el artículo 43 del código penal: 
1. La inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. 
2. La pérdida del empleo o cargo público. 
3. La inhabilitación para el ejercicio de profesión, arte, oficio industria o comercio. 
4. La inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, tutela y curaduría. 
5. La privación del derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas. 
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6. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas. 
7. La privación del derecho a residir en determinados lugares o de acudir a ellos. 
8. La prohibición de consumir bebidas alcohólicas o sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas. 
9. La expulsión del territorio nacional para extranjeros. 
10. La prohibición de aproximarse a la víctima y/o integrantes de su grupo familiar. 





5. DETENCION INTRAMUROS 
 
Dentro de la dinámica de nuestro procedimiento penal, ha sido costumbre 
inveterada que el procesado debe, en principio, estar privado de su libertad a fin 
de que la investigación pueda llevarse a buen término. Si bien la normatividad 
regula que tal situación es la excepción e igualmente, los tratados internacionales 
suscritos por nuestro país dan a entender que como principio general se encuentra 
la presunción de inocencia y el derecho a la libertad, lo cierto es que tal 
circunstancia sólo se queda en el papel.  
La imposición de medidas de aseguramiento en la etapa de la investigación, es 
una constante en nuestro que hacer judicial cotidiano. De manera expresa el 
ordenamiento procesal penal regula cuáles son las condiciones, para que una 
persona pueda ser privada de su libertad en tanto se adelanta la investigación 
penal en su contra, circunstancia que desafortunadamente en el desarrollo 
ordinario de las labores judiciales, hace que se convierta en la regla de muchas 
decisiones legales y no la excepción, como debería serlo en respeto irrestricto del 
principio de presunción de inocencia. 
Con la terminación del trámite del proceso penal y la imposición de una sentencia 
condenatoria, impositiva de una sanción que supere los tres años de prisión o que 
siendo inferior, no cumpla con los requisitos reglados en el artículo 63 del código 
penal, se hace necesaria la imposición de una medida restrictiva específica, 
privativa de la libertad del ciudadano, como lo es la restricción de su derecho a la 
libre locomoción, confinándolo a un centro reclusorio donde purgue la sanción 
impuesta. 
Ahora bien, con las diversas modificaciones que han existido en el ordenamiento 
sustantivo penal, se tiene que los topes máximos de esa pena aflictiva de la 
libertad de las personas ha variado desde los treinta años como sanción superior –
Decreto Ley 100 de 1980- a sesenta en la actualidad –ley 599 de 2000-, para la 
modalidad concursal. Ha existido pues una variación en dicho quantum, sin que 
pueda decirse que ha existido una medida legislativa seria para determinar dicho 
valor, ya que el mismo ha sido consecuencia de las diferentes circunstancias 
sociales del momento, influidos quizás por los medios de comunicación que le 
entregan espectacularidad a ciertos eventos específicos, estimando que con la 
imposición de reglas más drásticas se evitará la comisión de ciertos delitos, como 
si la realidad pudiera modificarse con la sanción de una ley que en los más de los 
casos, no comporta en la comunidad una seria amenaza como para evadir la 
comisión del injusto. 
Ahora bien, ha sido la detención intramuros el mecanismo de control más 
adecuado que el legislador ha previsto como eficiente para combatir la 
criminalidad; ese aislamiento de la sociedad, es visto como la respuesta adecuada 
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a las conductas sociales desviadas, independientemente de si se ha demostrado, 
con la realidad que deben afrontar los reclusos en las cárceles colombianas, que 
la misma es completamente ineficiente no solo porque quienes ingresan en ellas 
no consiguen, en su mayoría, es fin último de resocializarse, sino porque la 
dignidad humana sufre una seria afrenta con ese aislamiento de la sociedad en 
condiciones que favorecen más el desarrollo y aprendizaje de actividades 
delictivas, que la rehabilitación que supuestamente ella busca. 
Quizás como respuesta a esa situación, se implementó, con los yerros que tal 
figura tiene, la prisión domiciliaria como sustituto de la intramuros. 
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6. LA PRISIÓN DOMICILIARIA COMO SUSTITUTO DE LA INTRAMURAL 
 
Como se señaló en párrafos precedentes, la imposición de la sanción penal en el 
sistema judicial colombiano, tiene como su referente principal el de la privación 
efectiva de la libertad de las personas. Es así como la gran mayoría de los tipos 
penales señalan como sanción por la incursión en su descripción típica, sanción 
privativa de la libertad de prisión, en algunos casos, aparejada a la pecuniaria de 
multa. 
No obstante lo anterior, bajo el cumplimiento de los requisitos reglados por el 
artículo 38 del código de las penas, la misma puede ser sustituida por la prisión 
domiciliaria, idéntica sanción privativa de la libertad de locomoción del condenado, 
pero cuyo cumplimiento puede verificarse en el lugar de “residencia o morada del 
condenado, o en  su defecto en el que el juez determine”, excepción efectuada 
cuando el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima. 
Una vez el condenado suscribe la respectiva diligencia de compromiso, la 
vigilancia de la sanción corre por cuenta de la autoridad judicial que conozca el 
asunto o vigile la ejecución de la sentencia, con apoyo del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (INPEC), de conformidad con lo reglado por el artículo 
38 en cita, cuyo inciso segundo fue objeto de dos modificaciones por parte de las 
leyes 1142 de 2007 en su artículo 31 y 1453 de 2011, en su artículo 1. 
El sustituto de la prisión domiciliaria no puede entenderse entonces como una 
gracia a la cual sólo pueden acceder cierto tipo privilegiado de personas, sino un 
mecanismo sustitutivo de la pena de prisión impuesta a un ciudadano, luego que 
ha sido vencido en juicio o ha aceptado su responsabilidad anticipadamente, bien 
por aceptación plena de cargos o como consecuencia de un preacuerdo con el 
ente acusador, pero que en todo caso, cuando se ha derrumbado la presunción de 
inocencia que legal y constitucionalmente le cobija. 
Una vez impuesta esta sanción legal, el juez de conocimiento o el juez de 
ejecución de penas, -dependiendo del estado procesal en que se solicite- 
determina la viabilidad de su concesión, tal como se mencionó en párrafo 
precedente, dependiendo del lleno de los requisitos previamente establecidos para 
ello. 
Como requisito objetivo previo, el delito por el cual es condenada la persona, debe 
de tener una sanción mínima prevista en la ley de cinco (5) años de prisión o 
menos, lo cual no quiere decir que si una persona es condenada a un tiempo 
superior a este quantum no pueda gozar de este beneficio, en tanto, por vía de 
ejemplo, el delito reglado en el artículo 269 A del código penal, acceso abusivo a 
un sistema informático, tiene señalada pena de prisión en su mínimo de 48 meses 
y como su máximo de 96; no obstante, al momento de efectuarse la respectiva 
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tasación de la pena, podría ser que la persona haya obrado en coparticipación 
criminal, circunstancia de mayor punibilidad que impediría que el fallador de 
movilizara dentro del primer cuarto de los reglados para imponer la sanción final, y 
así, se estableciera que la pena final superara los 60 meses -5 años de prisión- 
que regla el artículo en cita. 
Pero en nuestro ejemplo, podría ser que la persona no registre antecedentes 
penales, y sus condiciones sociales, familiares, laborales y sociales, determinen 
en el juez la certeza de que no colocará en peligro a la comunidad y que no 
evadirá el cumplimiento de la pena. Así las cosas, a pesar de que la sanción 
finalmente impuesta supera los cinco años que regla el artículo, el juez podría 
conceder tal beneficio, queriéndose reseñar con el citado ejemplo, que lo 
realmente importante es que la pena señalada en el tipo penal no supere en su 
mínimo los 5 años antes citados. 
El análisis del desempeño personal, laboral o social del sentenciado, puede 
deducirse del estudio de cualquier medio probatorio legalmente allegado a la 
actuación: los antecedentes penales del DAS, los antecedentes disciplinarios para 
los servidores públicos o particulares que han cumplido funciones públicas, el 
comportamiento del acusado dentro del proceso en circunstancias tales como 
propender por una adecuada colaboración con la justicia, la reparación de las 
víctimas o el contribuir con información para la investigación de otras conductas 
punibles de las que tenga conocimiento con ocasión del asunto dentro del cual es 
juzgado; igualmente, los testimonios de familiares, allegados, compañeros de 
labores que conozcan y puedan dar fe del comportamiento del acusado.  
Son entonces múltiples las fuentes de información a las cuales puede acudir el 
juez para deducir seria, fundada y motivadamente, no solo que no se evadirá el 
cumplimiento de la sanción, sino que no se pondrá en peligro a la comunidad al 
concederse la citada sustitución, debiendo recordarse que precisamente el 
fundamento de la pena de prisión es aislar al condenado del medio social, 
situación que igualmente se cumple con esta medida, pero en sitio diferente a una 
reclusión intramural en centro penitenciario. 
Así mismo, ha de comprometerse el condenado a solicitar autorización para 
cambiar de residencia, observar buena conducta, lo que conlleva, obviamente, el 
no incurrir en la comisión de nuevos injustos desde su lugar de residencia; reparar 
los daños ocasionados con el delito, con la evidente salvedad de demostrar, de 
manera fundada, que se encuentra en imposibilidad física de hacerlo. Sobre este 
último punto, debe advertirse que tanto esta situación del pago de perjuicios como 
el pago de la multa cuando va aparejada a la pena de prisión, no pueden ser 
entendidas que su no cancelación dan lugar, ipso facto, a la negativa del 
reconocimiento del beneficio, en tanto si físicamente una persona no puede 
cancelar cualquiera de estos dos rubros –o ambos de así presentarse dado el tipo 
de delito- no puede supeditarse el goce de tal beneficio en su lugar de residencia, 
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pues ello se convertiría en una desigualdad odiosa, que no puede tener respaldo 
constitucional por ser contrario a sus principios fundamentales. 
Finalmente, como la prisión domiciliaria sólo comporta un cambio en el sitio físico 
donde la persona ha de cumplir su reclusión como pago de la sanción que 
legalmente le ha sido impuesta, debe permitir el ingreso a su residencia de los 
servidores públicos encargados de su vigilancia, así como cumplir con las 
condiciones de seguridad que sean impuestas por el Instituto Nacional 




7. EVOLUCIÓN HISTORICA Y JURIDICA DEL  INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO  EN COLOMBIA, INPEC. 
 
El desarrollo penitenciario y carcelario en Colombia  tiene sus orígenes en el siglo 
XV, cuando los chibchas sancionaban conductas  moralmente reprochables  con  
pena de muerte para el criminal,  y tortura para el ladrón. Sin embargo,  en esta  
época  ni en la conquista  fue frecuente  utilizar   la privación de la libertad, debido 
a que la prisión  se utilizaba   para inflingir castigo, y como un paso previo a la 
ejecución de  la población española o criolla condenada a la  pena de muerte. 
Ahora bien, en la  época de la colonia con la inquisición se implantaron medidas 
para difundir la religión que consistía en la represión, suspensión de órdenes, 
penitencias, la confiscación, multa y la prisión3. Para el cumplimiento de esta 
última se instalaron en el país: “las famosas mazmorras, presidios de Cartagena y 
Tunja; las cárceles de la Real Cárcel, la Cárcel del  Divorcio, la de Zipaquirá y la 
de Santafé (Colegio de Nuestra Señora del Rosario), entre otras”4
El  origen como tal del sistema de prisiones en Colombia comenzó en 1906 
cuando se organizó la primera colonia penal, y en 1914 se dieron los primeros 
lineamientos para establecer una cárcel como medio de sanción social con la 
creación de la Dirección General de Prisiones. Así las cosas el nuevo ente 
nacional creó lo que se denominó el panóptico, un modelo de cárcel que se 
caracterizaba por tener el control de los internos desde una torre central. Este tipo 
de cárceles se crearon en Tunja y Bogotá y funcionaron hasta 1940. Entre 1940 y 
1960 debido al crecimiento de la población carcelaria y para darle un adecuado 
manejo administrativo a entidad, se creó la División General de Establecimientos 
de Detención, Penas y Medidas de Seguridad. No obstante en la década de los 
sesenta, la institución retoma el nombre  de Dirección General de Prisiones y 
queda adscrita al Ministerio de Justicia. Desde la década del sesenta se han 
expedido innumerables Leyes para reducir la delincuencia y mejorar el sistema 
judicial, generado un aumento constante  en la población carcelaria. Debido a lo 
anterior, en Diciembre de 1992 se creó el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario (INPEC) en sustitución de la Dirección General de Prisiones, con el 
   
                                                          
3 INPEC. EVOLUCIÓN CARCELARIA EN COLOMBIA Y NACIMIENTO DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO 
Y CARCELARIO. [En linea]Documento citado el 11 de julio de 2011. Disponible desde: 
http://www.inpec.gov.co/portal/page/portal/Inpec/SeccionInpeccomoinstitucion/ReseniaHistorica 
4 IbidNPEC. EVOLUCIÓN CARCELARIA EN COLOMBIA Y NACIMIENTO DEL INSTITUTO NACIONAL 





objetivo de desarrollar una política carcelaria centrada en la humanización y la 
resocialización de los internos5
                                                          
5 GONZALEZ, Catalina. ANEXOS PENITENCIARIOS EN COLOMBIA.[En línea] Citado el 12 de Julio de 
2011.Disponible desde: 





8. NATURALEZA JURIDICA DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO 
Y CARCELARIO  EN COLOMBIA, INPEC. 
 
El INPEC según el Decreto 2160 de 1992, es un establecimiento público de orden 
nacional, adscrito al Ministerio de justicia y del Derecho. Cuenta con un patrimonio 
independiente, personería jurídica, descentralizado administrativamente, y con 
unas funciones desconcentradas que le permiten  autonomía en el cumplimiento 
de sus funciones para poder cumplir con sus objetivos. Entre estos últimos se 
encuentran: desarrollar una política carcelaria dentro de unos parámetros que 
establezca el gobierno nacional, hacer efectivas las medidas de aseguramiento, 
las penas privativas de la libertad y las medidas de seguridad que establecen las 
autoridades nacionales. Así mismo  debe desarrollar y controlar los  programas de 
resocialización, rehabilitación y reinserción a la sociedad, para la población 
carcelaria y penitenciaria6
Con la expedición de la Ley 65 de 1993, entra a regir el nuevo Código 
Penitenciario, con una serie de postulados tendientes a aplicar las nuevas 
disposiciones creadas por la Constitución Política de 1991, así las cosas en su 
Titulo uno encontramos los principios rectores que buscan que los internos en el 
cumplimiento de la pena obtengan un trato justo, igual y digno,  así mismo la Ley 
en mención propende por la creación en las cárceles y penitenciarias con una 
serie de pabellones especiales para penados discriminados por su condición: 
médica, profesional, género y peligrosidad. Todo esto en concordancia con el 




La  Ley 65 de 1993 en su Titulo segundo artículo 14, describe que le corresponde 
al Gobierno Nacional por intermedio del Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario garantizar el cumplimiento de las sentencias penales, la detención 
preventiva, regular y vigilar la población que cuenta con penas accesorias fijadas 
por los diferentes Juzgados. Según el artículo dieciséis de la Ley 65  los centros 
de reclusión del orden nacional serán: “creados, fusionados, suprimidos, dirigidos 
y administrados, sostenidos y vigilados por el Instituto Nacional  Penitenciario y 




                                                          
6 Decreto 2160 de 1992. Disponible desde: 
. El artículo 17 le asigna competencia a los departamentos, 
http://www.dmsjuridica.com/CODIGOS/LEGISLACION/decretos/1992/D2160de1992.htm 




municipios, áreas metropolitanas y al Distrito Capital de Santafé de Bogotá, para 
“la creación, fusión o supresión, dirección, organización, administración, 
sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas 
preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la 
libertad, por orden de autoridad policiva”9. Respecto del funcionamiento de las 
cárceles en los entes territoriales, los municipios y los departamentos, en sus 
presupuestos según la Ley 65 deben fijar partidas para el pago de empleados, 
equipos, alimentación, seguridad de los presos y todos los gastos en que incurra 
el normal funcionamiento del sistema carcelario en sus zonas. Así mismo, los 
entes territoriales con la Nación podrán desarrollar convenios para sostener, crear 
o mejorar la infraestructura y la logística del sistema penitenciario y carcelario. No 
obstante lo anterior, la vigilancia y control de los establecimientos carcelarios en 
los entes territoriales, según la norma en comento, está delegada en el  Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario10
                                                          
9  Ibíd.  





9.  CLASIFICACIÓN DE LAS CÁRCELES EN COLOMBIA 
 
El artículo 20 de  la Ley 65  clasifica las cárceles en Colombia en: “cárceles, 
penitenciarías, cárceles y penitenciarías especiales, reclusiones de mujeres, 
cárceles para miembros de la Fuerza Pública, colonias, casa-cárceles, 
establecimientos de rehabilitación y demás centros de reclusión que se creen en el 
sistema penitenciario y carcelario”11. Según la Ley son cárceles aquellos 
establecimientos donde son recluidas las personas durante el proceso de 
juzgamiento, así las cosas  estos sitios son exclusivos para detención y  la 
vigilancia de los  sindicados. Las penitenciarías, son establecimientos reservados 
para las personas que deben cumplir una pena fijada en sentencia  por un juez de 
la República. Estos centros según la norma son de alta, media y mínima seguridad 
y su categoría depende de las características de su construcción y régimen interno 
que se establece para el control de los internos. Las Casa - Cárcel son sitios de 
reclusión destinados para aquellas personas detenidas o condenadas por delitos 
culposos en accidentes de tránsito. Los establecimientos de Rehabilitación y 
Pabellones Psiquiátricos en donde se internan a las personas detenidas 
previamente o para el cumplimiento de  su sentencia consideradas inimputables 
por trastorno mental o inmadurez psicológica12
                                                          
11 Ibíd. 





10.  FUNCIONES DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 
CARCELARIO, INPEC. 
 
Las funciones del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario  están determinadas 
de manera general en la Ley 65 de 1993 en su artículo 14, modificado por el 
artículo 3 del Decreto 2636 del 2004 que asigna a la entidad, la función de ejecutar 
la pena privativa de la libertad impuesta por sentencia judicial, controlar las 
medidas de aseguramiento, los penados con seguridad electrónica y el desarrollo 
del trabajo social no remunerado para la redención de la pena13. Ahora bien, de 
manera concreta el Decreto  270 de 2010  aprueba la modificación de la estructura 
del Instituto y  determina las funciones de sus dependencias. La estructura  
determinada en el mencionado Decreto se explica en el siguiente organigrama que 




Según el organigrama el nivel central de la entidad, está compuesto por un 
Consejo Directivo, una Dirección General, una Dirección Técnica, un Nivel 
Regional, una Dirección Administrativa y Financiera y los Órganos de asesoría y 





 Impulsar con las diferentes Regionales el desarrollo de programas de 
atención básica, tratamiento penitenciario, seguridad y tecnología para su 
cumplimiento en los establecimientos de reclusión.  
. El Decreto 270 de 2010 le asignó funciones a cada uno de los 
órganos mencionados. Para el estudio que nos ocupa describiremos las funciones 
más importantes  contenidas en la Dirección técnica, debido a que  están 
relacionadas  con la vigilancia de los  internos y condenados en distinta 
modalidades. 
Entre las funciones de la Dirección Técnica según el  Artículo 8° del Decreto 270 
de 2010 se encuentran: 
 Verificar y evaluar la aplicación y cumplimiento de las políticas y normas 
institucionales, en los Establecimientos de Reclusión.  
 Verificar, evaluar información delincuencial en el ámbito penitenciario y 
carcelario, para análisis que permita tomar decisiones.  
 Coordinar la elaboración de los planes de defensa y estudios de seguridad, 
en los Establecimientos de Reclusión, con base en los lineamientos de la 
Dirección General del Instituto y determinar las estrategias para que se 
cumplan.  
 Proponer a la Dirección General, programas de orden logístico, táctico y de 
seguridad a efectuarse en los distintos establecimientos de reclusión.  
  Ejecutar requisas en los establecimientos de reclusión, con el apoyo de la 
fuerza pública en los casos de alteración del orden público intramural.  
  Adoptar estrategias para garantizar que la prestación de los servicios 
especiales de seguridad se cumplan y apliquen de acuerdo con las normas 
establecidas.   
  Coordinar con organismos de seguridad del Estado, el apoyo y 
acompañamiento al personal de custodia y vigilancia en las remisiones y 
traslados de Internos(as), entre los diferentes establecimientos de reclusión 
o por solicitudes judiciales que ameriten especial seguridad.   
  Determinar en coordinación con la Subdirección de Comando de Custodia 
y Vigilancia, las necesidades del Instituto en materia de equipos de 
seguridad.  
  Determinar en coordinación con la Subdirección de Tecnología y 
Comunicaciones, las necesidades del Instituto en materia de equipos 
tecnológicos y equipos de comunicaciones.  
  Asesorar a las Regionales en la definición, integración y consolidación de 
estrategias e implementación de programas de atención básica, tratamiento 
penitenciario, tecnología, comunicaciones y planes de seguridad.  




  Mantener información actualizada de la población reclusa de alta 
seguridad, con el fin de establecer medidas especiales de seguridad y 
custodia.   
  Las demás funciones que le sean asignadas por ley o reglamento y que 
correspondan a la naturaleza de la dependencia. 
La Dirección técnica a su vez está compuesta por la Subdirección Comando de 
Custodia y Vigilancia  y la  Subdirección de Tecnología y Comunicaciones. La 
primera según el  Artículo 10° del Decreto 270 de 2010 cumple con las siguientes 
funciones:   
 Proponer, ejecutar y evaluar, planes y proyectos en materia de seguridad 
penitenciaria, para procurar el orden, la seguridad, la custodia, vigilancia y 
la protección de los derechos fundamentales de los Internos(as), los 
servidores del Instituto y los visitantes.  
 Implementar y adoptar las estrategias y mecanismos apropiados para 
mejorar la prestación de los servicios de seguridad penitenciaria y 
carcelaria.  
 Formular recomendaciones para el manejo del personal del Cuerpo de 
Custodia y Vigilancia.  
 Participar en la programación de los gastos de la dependencia para cada 
vigencia fiscal, solicitando las apropiaciones presupuestales necesarias 
para la adquisición de elementos de intendencia, comunicación, seguridad, 
defensa y transporte para los establecimientos de reclusión y las dotaciones 
para el personal del Cuerpo de Custodia y Vigilancia.  
 Ejecutar, controlar y evaluar los programas, proyectos y las actividades 
propias de la Subdirección, referentes a la seguridad y administración 
penitenciaria.  
 Proyectar, recomendar y desarrollar las acciones tendientes al logro de 
objetivos y metas propuestas, relacionadas con la seguridad y 
administración penitenciaria.  
 Efectuar el seguimiento y evaluación de las actividades en materia de 
seguridad penitenciaria que se desarrollan en los establecimientos de 
reclusión y recomendar acciones de mejoramiento.  
 Hacer seguimiento y evaluar los programas de orden logístico, táctico y de 
seguridad que deban efectuarse en los establecimientos de reclusión.  
 Planear, organizar y ejecutar la distribución de existencias y material de 
defensa, intendencia, seguridad, comunicación y transporte, de acuerdo 
con las necesidades de cada establecimiento de reclusión.  
 Procurar el oportuno cumplimiento de los planes, programas y proyectos en 
seguridad y administración penitenciaria y adoptar los sistemas de 
información para su ejecución y seguimiento.    
 Las demás funciones que le sean asignadas por ley o reglamento y que 
correspondan a la naturaleza de la dependencia.  
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11.  MECANISMOS DE VIGILANCIA, UTILIZADOS POR EL INSTITUTO 
NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO, INPEC, EN LA EJECUCIÓN DE 
LAS PENAS. 
 
Corresponde al Gobierno Nacional por intermedio del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario garantizar el cumplimiento de las sentencias penales. 
Ahora bien respecto del tema que nos atañe en este capítulo los mecanismos de 
vigilancia, en el control de la población carcelaria con prisión domiciliaria, podemos 
decir que en Colombia se comenzó a implementar los sistemas electrónicos de 
vigilancia de manera gradual con la expedición del Decreto 177 de  2008  que 
reglamentó la Ley 1142 de 2007. El Decreto le atribuye  al Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad, competencia para ordenar la utilización de los 
mecanismos de seguridad electrónicos, cuando lo considere necesario en aquellos 
internos con una modalidad distinta a la reclusión en centro penitenciario. La 
legislación establecía para el control de los internos, mecanismos diferentes a los 
electrónicos y solo establecía estos dispositivos  como sustitutivo de la prisión 
durante la ejecución de la pena. Así  las cosas la Ley 65 de 1993 en su artículo 
29ª  adicionado por el artículo 8 del Decreto 2336 de 2004, dispone que el Juez de 
conocimiento que concede al penado el beneficio de la prisión domiciliaria, debe 
enviar una copia de la providencia al Director del Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, para establecer  el centro  carcelario  que estará a cargo del 
sentenciado. Así mismo, este centro deberá adoptar las siguientes medidas para 
su vigilancia: 
“1. Visitas aleatorias de control a la residencia del penado. 
2. Uso de medios de comunicación como llamadas telefónicas.  
3. Testimonio de vecinos y allegados.  
4. Labores de inteligencia15
El artículo, en su segundo parágrafo, preceptúa  que los condenados pueden 
adelantar  trabajos coordinados con el centro de reclusión para obtener las rebajas 
en sus penas de acuerdo con lo establecido en la Ley. Así mismo, cuando el 
penado no cumpla con  los deberes inherentes a la condena, esto es: salga  de la 
morada sin la respectiva autorización judicial o desarrolle acciones delictivas, el 
Instituto Nacional Penitenciario debe informar al  Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad, para que se analice la revocatoria de los beneficios 
otorgados en la sentencia
”.   
16
                                                          





La Ley 65 de 1993, en su artículo 29-B adicionado por el artículo 9 del Decreto 
2636 de 2004 disponía que el  mecanismo  de  seguridad electrónica como pena 
sustitutiva de prisión sería utilizado:  
“En los delitos: cuya pena impuesta no supere los cuatro años de prisión, 
respecto de los que no proceda la prisión domiciliaria; el juez de ejecución de 
penas, podrá sustituir la pena de prisión por la de vigilancia a través de 
mecanismos de seguridad electrónica, previa solicitud del condenado, si se 
cumplen adicionalmente los siguientes requisitos:  
1. Que el condenado no tenga otros antecedentes penales, salvo que se trate 
de delitos culposos o con pena no privativa de la libertad.  
2. Que el condenado suscriba un acta de compromiso, prestando una caución 
que garantice el cumplimiento de las restricciones a la libertad de locomoción 
que implique la medida.  
3. Que el condenado repare los perjuicios ocasionados a la víctima de la 
conducta punible, cuando estos hayan sido tasados en la respectiva sentencia 
condenatoria, salvo que se demuestre la incapacidad material de hacerlo.  
4. El incumplimiento de las obligaciones impuestas en el acta de compromiso 
dará lugar a la revocatoria de la medida por parte del Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad”17
                                                          
17 Ibíd.  
.   
Ahora bien la norma en mención fue derogada tácitamente por el artículo 50 
de la Ley 1142 de 2007, que  adicionó el art 38 A al Código Penal en el cual 
se establece:  
“Artículo 38ª del Código Penal: Sistemas de vigilancia electrónica como 
sustitutivos de la prisión. El Juez de ejecución de penas y medidas de 
seguridad podrá ordenar la utilización de sistemas de vigilancia electrónica 
durante la ejecución de la pena, como sustitutivos de la prisión, siempre que 
concurran los siguientes presupuestos: 
1. Que la pena impuesta en la sentencia no supere los ocho (8) años de 
prisión, excepto si se trata de delitos de genocidio, contra el Derecho 
Internacional Humanitario, desaparición forzada, secuestro extorsivo, tortura, 
desplazamiento forzado, tráfico de migrantes, trata de personas, delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales, extorsión, concierto para 
delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, financiación del terrorismo 
y administración de recursos relacionados con actividades terroristas y 
delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes. 
2. Que la persona no haya sido condenada por delito doloso o 
preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores. 
30 
 
3. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del condenado 
permita al Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en 
peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. 
4. <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Que se realice el pago total 
de la multa. 
5. Que sean reparados los daños ocasionados con el delito dentro del 
término que fije el Juez. 
6. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes 
obligaciones, las cuales deberán constar en un acta de compromiso: 
a) Observar buena conducta; 
b) No incurrir en delito o contravención mientras dure la ejecución de la 
pena; 
c) Cumplir con las restricciones a la libertad de locomoción que implique la 
medida; 
d) Comparecer ante quien vigile el cumplimiento de la ejecución de la pena 
cuando fuere requerido para ello. 
El incumplimiento de las obligaciones impuestas en el acta de compromiso 
dará lugar a la revocatoria de la medida sustitutiva por parte del Juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad. 
PARÁGRAFO. Los sistemas de vigilancia electrónica como sustitutivos de la 
prisión se implementarán gradualmente, dentro de los límites de la 
respectiva apropiación presupuestal. La gradualidad en la implementación 
de los sistemas de vigilancia electrónica será establecida por el Ministerio 
del Interior y de Justicia18
Como vemos, las normas anteriores establecían la aplicación de los mecanismos  
electrónicos como medio de vigilancia, sólo para la población carcelaria durante la 
ejecución de la pena, como sustitutivos de la prisión. Por lo tanto, hasta la 
expedición del Decreto 177 de 2008, se comenzó aplicar en Colombia de manera 
progresiva los mecanismos electrónicos a los penados que contaban con el 
beneficio de la prisión domiciliaria. El primer artículo y primer parágrafo de este 
decreto, disponen que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, 
podrá en determinados casos someter a los penados que se encuentren en 
modalidad distinta a la reclusión en centro penitenciario, a los sistemas de 
vigilancia electrónica. El Decreto describe tres clases de mecanismos  de 
vigilancia electrónica: el Seguimiento Pasivo RF, el Seguimiento Activo GPS y el 
Reconocimiento de Voz. El primero consiste en un sistema de vigilancia 
.  
                                                          




electrónica ordenado por un Juez  o por el  Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, en la que se instala un dispositivo en un brazalete o tobillera en el 
cuerpo del penado, el cual transmite una señal a una unidad receptora, que a su  
vez está conectada a una línea telefónica convencional. El Segundo consiste en 
instalar un dispositivo en un brazalete o tobillera en el cuerpo del penado, que 
podrá llevar según fuere el caso un GPS (Sistema de posicionamiento  global), 
que enviara una señal  transmitiendo su ubicación. El tercero, reconocimiento de 
voz es un sistema de vigilancia electrónica en la que se llama al lugar de 
residencia del reo, para verificar su identidad cotejando su voz contra una 
previamente  tomada durante el proceso de registro19
                                                          










12.  TRABAJO DE CAMPO 
 
Debe señalarse de manera inicial, que por parte de los juzgados de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, no se obtuvo colaboración efectiva 
para la realización del presente trabajo de investigación. Tan sólo uno de los 
jueces en mención brindó su cooperación, pero resulta que la información con la 
que contaba era la misma que se había obtenido inicialmente de la cárcel del 
circuito de la ciudad, siendo más fiable esta última, que la entregada por la 
judicatura, razón por la cual el sustento de la presente investigación se fundó en 
los datos recolectados en el centro de reclusión de la ciudad y no, como 
inicialmente se planteó, de los referidos juzgados de ejecución de penas. 
Se obtuvo entonces por parte de la cárcel de esta ciudad, información sobre las 
personas que actualmente purgan la sentencia condenatoria que les fuera 
impuesta, mediante el beneficio de la prisión domiciliaria. El total de la población 
es de ciento siete (107) personas, de las cuales sesenta y tres (63) contaban con 
datos como dirección y/o teléfono, datos utilizados para verificar la encuesta que 
se realizó en este trabajo.  
 
12. 1. El formato de encuesta utilizado: 
 
Preguntas. 
1. Cuando se le concedió el beneficio de la prisión domiciliaria, el juez, secretario o 
algún empleado del juzgado le informó de manera verbal o por escrito las 
obligaciones que debía cumplir durante el desarrollo de la pena? 
Si.                    No. 
2. Tiene conocimiento que si incumple con alguna de las obligaciones impuestas, 
el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad le puede revocar la prisión 
domiciliaria concedida? 
Si.                     No. 
3. Cuáles de estos medios verifica el INPEC para verificar el cumplimiento de sus 
obligaciones en el desarrollo de la pena: 
a. Visitas al lugar de residencia. b. Medios de comunicación como llamadas 
telefónicas. c. Testimonios de allegados o vecinos. d. Labores de inteligencia.  
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4. Con que frecuencia es controlado por parte del INPEC el cumplimiento de la 
sanción que usted cumple en su residencia.  
a. Diario. b. Cada dos días. c. Semanal. d. Quincenal. e. Mensual. f. Aleatoria. 
5. El INPEC para vigilar el cumplimiento de la pena ha implementado algún tipo de 
mecanismo de seguridad electrónica, de ser así, cuál? 
Si.          No. 
a. Brazalete. b. Reconocimiento de voz. c. Otro. Cuál? ___________________   
6. Ha tramitado permiso para laborar por fuera de su residencia? 
Si.          No. 
 
12.2. Los resultados. 
 
Cuadro población de encuesta sobre prisión domiciliaria 
 
Contestaron la encuesta 28 
Sin dirección, con teléfono celular pero al llamar envió a 
correo de voz 
8 
No reside en la dirección registrada por el INPEC 4 
No se encontraba al momento de la visita o la llamada del 
encuestador 
3 
Datos indebidamente registrados por el INPEC (dirección o 
teléfonos inexistentes) 
2 
Teléfono fijo o celular registrado fuera de servicio al efectuar 
la llamada 
15 






Cuadro de respuestas entregadas a la encuesta 
 
Pregunta  Si  No a b c d e f 
1 26 2       
2 26 2       
3 24 24       
4     1 1  26 
5 27 1 27      
6 14 14       
 
Una primera conclusión que puede advertirse de la encuesta, es que los 
condenados efectivamente son enterados de las obligaciones que deben cumplir 
cuando son beneficiados con el mecanismo de la prisión domiciliaria, conocimiento 
que lleva implícita la obligación de no evadir el cumplimiento de ninguna de ellas, 
so pena de la revocatoria de la misma por parte del juez de ejecución de penas. 
De otra parte, la mayoría de los condenados que respondieron la encuesta, 
cuentan con el mecanismo de vigilancia del brazalete electrónico, situación que se 
aúna a las visitas que de manera aleatoria efectúan los funcionarios del INPEC a 
sus sitios de residencia. Esto demuestra que de manera efectiva se está haciendo 
uso de los mecanismos previstos por la ley para la vigilancia de esta medida 
privativa de la libertad. Los condenados que contestaron la encuesta de manera 
personal, demostraron gran respeto por este mecanismo, pues el mismo se 
encuentra conectado con una línea telefónica fija, el cual se activa al momento 
que la persona salga del rango que le es permitido. Tal circunstancia podría llevar 
a concluir que el mecanismo es efectivo y que su utilización sí es una forma de 
contrarrestar el problema de hacinamiento carcelario, al ubicar personas en sus 
lugares de residencia, previo al cumplimiento de los requisitos legales para ello. 
Así mismo, el hecho de que las visitas de reconocimiento por parte del INPEC se 
verifiquen de manera aleatoria y no periódica, genera mayor confianza en la 
efectividad del cumplimiento de la medida; solamente dos de los encuestados 
contestaron que la vigilancia era regular mientras los restantes que era casual, lo 
que impediría en principio cualquier intento de evadir su cumplimiento y 
consecuentemente la revocatoria del mismo, dándose igualmente un alto índice de 
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cumplimiento de la pena aparejado al beneficio del condenado de purgar la 
sanción impuesta en su lugar de residencia. 
Igualmente, al menos en lo que respecta a la población encuestada, no se da la 
utilización del sistema de reconocimiento de voz como método de vigilancia de la 
sanción, mecanismo igualmente dispuesto por la ley y que puede ofrecer igual 
efectividad para la verificación del cumplimiento de la pena, dada la necesidad de 
la presencia física del condenado que debe efectuar el registro vocal, al momento 
de efectuarse la llamada de reconocimiento por parte de los funcionarios del 
INPEC. 
Se puede concluir igualmente que la información con la que cuenta el INPEC, es 
insuficiente para efectuar un adecuado seguimiento a todas las personas que han 
sido beneficiadas con este sustituto penal. De las personas a encuestar, algunas 
no fue posible localizar en tanto la información dada era insuficiente. La base de 
datos entregada para los fines de este trabajo es la misma con la cual el INPEC 





13.  CONCLUSIONES 
 
Ha de concluirse de manera inicial, en punto al planteamiento inicial de este 
trabajo, que la medida de prisión domiciliaria sí es efectiva en tanto la gran 
mayoría de quienes son sometidos a ella, la cumplen cabalmente. Si bien es cierto 
un buen número de personas bajo esta medida no pudo ser encuestado, quienes 
aportaron sus datos completos fueron localizados en los momentos que fueron 
visitados personalmente o contactados por teléfono, teniéndose que solamente 
dos de las sesenta y tres personas que tenían sus datos correctamente 
reportados, no se encontraba en su lugar de residencia. 
De otra parte, sí debería existir un mayor control por parte de los juzgados de 
ejecución de penas y medidas de seguridad, al momento de reportar la 
información que entreguen las personas condenadas, pues la que reposa en el 
INPEC es tomada directamente en esos juzgados al momento de serles concedido 
el beneficio de la prisión domiciliaria. Ello impediría, tal como se demostró en este 
trabajo, que exista dificultad al momento de intentar ubicar a estas personas para 
verificar el cumplimiento de la pena impuesta. 
Así mismo, tal como existe por parte de los medios de comunicación una amplia 
difusión sobre los excepcionales casos en que una persona evade la 
responsabilidad de permanecer en su domicilio, también debería mostrarse, del 
modo como se demostró en este trabajo, que la gran mayoría de los condenados 
que son beneficiados con la prisión domiciliaria sí cumplen con la sanción que 
legalmente les es impuesta. Esta situación generaría un cambio trascendental en 
el inconsciente colectivo al enseñar que tal medida sustitutiva sí es efectiva en 
nuestro medio. 
El estado colombiano en desarrollo de una efectiva política criminal, actualmente 
inexistente en el país, debería propender por entregar un mayor alcance a esta 
figura, esto es, ampliar el rango de acción de la prisión domiciliaria a un número 
superior de delitos y situaciones que las actualmente regladas, en el entendido 
que si efectivamente la misma se cumple en la mayoría de los casos, tal como se 
señaló en apartado anterior, ello conllevaría necesariamente a una adecuada 
descongestión carcelaria y al respeto de la dignidad humana del condenado, que 
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